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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodrfguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando Garcla-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

Sala Primera. Sentencia 9/1993. de 18 de
enero. Recurso de amparo 936/1989. Contra
Auto del Juzgado de lo Social numero 12 de
Madrid. por el cual se acord6 el desistimiento
del demandatlte ahora recurrente. Vulnera­
ci6n del derecho a la tutela judicial efectiva:
interpretaciól1 formalista de las normas pro­
cesales en un supuesto de incomparecencia
a juicio del demandante por causa de enfer­
medad.

3863

En el recurso de 'amparo núm. 936/1989. promovido
por don Melchor García Alcalá. a quien representa la
Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega
y patrocina la Abogada doña Alicia Gómez Benftez; con­
tra el Auto que el Juez de lo Social núm. 12 de Madrid
.dictó el 24 de enero de 1989. ha sido parte <<Auto-Quer.
Sociedad Anónima». representada por el Procurador don
Antonio Rafael Rodríguez Muñoz y asistida por la Letrada
doña Roero Nieves Granados. así como el Ministerio Fis­

, cal. siendo Ponente el Magistrado don Rafael de Men-
dizábal Allende. quien expresa el parecer de la Sala.

r. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 17 ,de mayo de 1989 y que entró en este Tribunal
el dfa 19. se interpuso demanda de amparo. en la cual
se nos dice que don Melchor García Alcalá formuló
demanda contra el Instituto Nacional de Empleo (INEM)
y la empresa «Auto-Quer. Sociedad Anónima». una vez
agotada la vla administrativa previa. reclamando el reco­
nocimiento de su d,erecho a la prestación por desempleo
sobre una base reguladora distinta a la concedida. El
Juez de lo Social núm. 12 de Madrid. a quien corres­
pondió el conocimiento de tal demanda. la admitió a
trámite. señalando para el acto del juicio el día 12 de
septiembre de 1988. a las nueve cincuenta y cinco horas.
y como el demandante no compareció en dicho dla y
hora. no obstante haber sido citado al efecto. tuvo a
éste por desistido mediante Auto de 12 de septiembre
de 1988 y acordó el archivo del procedimiento. El
demandante presentó el 22 de tal mes un escrito en
el que solicitaba el «desarchivo» por no haber podido
asistir al juicio en virtud de justa causa. acompañando
un parte de consulta y hospitalización del lnsalud y un
certificado médico oficial donde consta que a las nueve
horas del día 12 de septiembre había recibido asistencia
en el servicio de urgencias por un cólico agudo intestinal
que le obligó a permanecer en cama. El Juez. ese mismo
dfa. accedió a lo pedido y efectuó un nuevo señalamiento
para el juicio.

Ahora bien. con anterioridad le habla sido notificado
el Auto del dla 12. dándole por desistido y habla inter­
puesto recurso de reposición contra éste. con funda­
mento en las mismas razones y al cual acompañaba
idénticos documentos que a su escrito de 22 de sep­
tiembre. La providencia de esta fecha fue a su vez recurri­
da en reposición por el Instituto Nacional de Empleo

ceso. aquella omisión no existió; los demandantes sf
interpusieron dicho recurso. pero desistieron voluntaria­
mente del mismo con posterioridad. Ello impide la apli­
cación automática del criterio doctrinal antes señalado
y modifica la cuestión planteada en térininos esenciales.
Porque. si la no exigencia del repetido recurso de audien­
cia para entender observado el presupuesto del amparo.
encuentra Su razón de sar y fundamento. según se expo­
ne en' las resoluciones de este Tribunal anteriormentte
citadas. en la exigencia rigurosa de los requisitos que
rodean a tal medio de impugnación. de forma que puede
razonablemente entenderse la reticencia de la parte a
su interposición. tal razón carece de sentido cuando es
el propio demandante de amparo el que. pese a las espe­
ciales características del medio de impugnación. inicia
el mismo. somete a la consideración del órgano judicial
la indafansión que entiende haber sufrido en el proce­
dimiento de instancia atacando directamente la Senten­
cia que en él ha recaído inaudita parte y. después. volun­
tariamente y pese a todo ello. desiste de tal medio de
impugnación impidiendo un, pronunciamiento sobre la
cuestión por parte del órgano judicial llamado a conocer
del repetido recurso. .

Los actores. a través de esa conducta procesal. han
privado al órgano judicial del conocimiento y resolución
de la causa de nulidad de la Sentencia de instancia que.
sin embargo. planteaban ante el mismo por tal cauce
Y. por tanto. han impedido voluntariamente un pronun­
ciamiento judicial previo sobre la indefensión que pos­
teriormente fundamenta su queja de amparo. Ello es
independiente de la hipotética respuesta que hubieran
podido obtener en la resolución del recurso de audiencia
porque. en efecto. conforme indican los propios recurren­
tes. aquella resolución judicial podrfa haber sido deses­
timatoria de su pretensión de audiencia. en función de
motivos formales Q por considerar el Tribunal que no
concurrian los presupuestos legalmente exigibles para
su interposición. pero es lo cierto que los demandantes
no hicieron posible que el órgano judicial se pronunciase
en tal sentido o. por el contrario. resolviera sobre la inde­
fensión alegada. una vez que. no obstante. habfan ele­
gido este medio de impugnación para plantear su queja.

Por todo ello. procede estimar la causa de inadmisión
del recurso opuesta en el presente prOCaSQy consistente
en la falta de agotamiento de la vfa judicial previa que
prevé el arto 44.1. a). de la LOTC.lo que. en este momento
procesal. determina la desestimación por tal motivo del
recurso de amparo formulado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. EN VIRTUD DE LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONS­
mUClóN DE LA NACiÓN ES~AÑOLA.

Ha decidido

Desestimar al recurso de amparo promovido por el
Procurador de los Tribunales don Francisco de Guinaa
y Gauna en nombre y representación de doña Rosa. doña
Lucfa y don José Ignacio Valiente Setién.

Publfquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a diaciocho de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miquel Rodrfguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garcfa-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allenda.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.
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(INEM). recayendo Auto desestimatorio del recurso el
día 31 de octubre. donde además se acordó dar audien­
cia a las partes sobre una posible nulidad de actuaciones
por haberse dejado sin efecto Un Auto mediante una
simple providencia. Por otro Auto de 3 de enero de 1989.
finalmente. se anuló la providencia de 22 de septiembre
del año anterior y se tuvo por interpuesto el recurso
de reposición del actor. ahora demandante en amparo.
contra Auto de desistimiento. El 24 de enero se dictó
otro desestimando aquel recurso y confirmando íntegra­
mente el Auto impugnado. con el argumento de que
«se ajusta perfectamente a lo dispuesto en el arto 74
de la L.P.L.. cuyo párrafo tercero establece que si el actor.
citado en forma. na compareciera ni alegara justa causa
que. a juicio del Magistrado. motive la suspensión del
juicio. se tendrá a aquél por desistido de su demanda».

La demanda de amparo mantiene que este· último
Auto del Juez de lo Social lesiona su derecho a la tutela
judicial efectiva -arto 24.1 e.E.-. pues la incompare­
cencia al acto del juicio estaba suficientemente justi­
ficada por raZÓn de enfermedad. como pone de mani­
fiesto el hecho de que el Juez lo aceptara así en un
primer momento -providencia de 22 de septiembre de
1988- y dispusiera un nuevo señalamiento. Por el con­
trario. la resolución finalmente dictada. que se atiene
a una interpretación literal del art. 74 L.P.L.. ocasiona
una situación material de indefensión y le priva injus­
tificadamente de una decisión sobre el fondo del asunto.

2. El recurso de amparo. una vez acreditada feha­
cientemente la fecha en que se notificó el Auto impug­
nado. fue admitido por la Sección Primera en providencia
de 16 de julio de 1989. donde se acordó que se pidieran
las actuaciones judiciales y se emplazó a quienes hubie­
ran sido parte en el proceso para que en el plazo de
diez dJas pudieran comparecer en éste. Una vez remitidas
dichas actuaciones y personada «Auto-Ouer. Sociedad
Anónima». la misma Sección. en providencia de 5 de
febrero de 1990. acordó abrir un plazo común de veinte
días para que el Ministerio Fiscal y las demás partes
pudieran formular sus alegaciones.

3. El Fiscal ante este Tribunal. en escrito presentado
el 2 de marzo. considera que la dicción del art. 74 L.P.L.
es clara y terminante. tal y como pone de manifiesto
el auto recurrido. pero no puede ser interpretado en su
exclusiva literalidad. pues aun cuando hay causas de
suspensión que puedan y deban alegarse en el acto de
la vista. o incluso con anterioridad. hay sin embargo
supuestos. como el de autos. en los cuales el interesado
no pudo invocar ni probar las causa de su incompa­
recencia sino a posteriori. Otra solución significaría que
el arto 74 L.P.L. desconoce el derecho de tutela judicial
efectiva. tal y como se dice en la STe 21/1989. así
como en la STe 237/1988. donde se precisa que la
apreciación de la concurrencia de motivos justificados
para la suspensión ha de hacerse en el sentido más
favorable para la efectividad de la tutela judicial. Así
pues. el órgano judicial. una vez acreditada por el actor
que su incomparecencia na se debía a voluntad expresa
o tácita. ni a su negligencia. debió revocar su decisión
de tenerle por desistido. dado que esa revocación no
vulneraba ningún derecho fundamental de la parte
demandada. No haciéndolo así. el Juez de lo Social no

. aplicó el art. 24.1 e.E.• y en consecuencia procede el
otorgamiento del amparo.

4. La Sociedad anónima «Auto-Quer». por su parte.
en escrito presentado un día después. alega que na ha
existido vulneración del arto 24.1 e.E. y el mecanismo
de la tutela judicial efectiva ha funcionado a la perfección.
utilizándose criterios de equidad y justicia para na per-

judicar a ninguna de las partes. Aunque la aportación
de documentos para justificar la inasistencia al juicio
debe efectuarse antes de su celebración. nada impide
que se haga a posteriori si resulta imposible de otra
forma. pero en este caso el Magistrado debe analizar

. tanto la justificación en sí misma como su aportación
extemporánea. Pues bien. esto es lo que hizo el Juez
de lo Social. a cuyo entender la prueba presentada res­
pecto de la enfermedad como justa causa no era sufi­
ciente. Ese criterio judicial. además. se refuerza si se
tiene en cuenta: a) Que entre la hora en la cual el deman­
dante sufrió el cólico y aquella en la cual el juicio debía
celebrarse -entre las nueve y las nueve cincuenta y cinco
horas-. más el retraso habitual de un cuarto de hora.
como mínimo. hubo tiempo suficiente para que el actor
comunicara la imposibilidad de asistir. bien por medio
de su Letrada e incluso a través del Sindicato: b) que
la enfermedad sufrida por el actor era muy común y
carente de gravedad. por lo que también hacía fácil avisar
de la inasistencia. y c) que el escrito donde trata de
acreditar la imposibilidad de comparecer se presentó
una vez transcurridos nueve días desde la fecha de la
vista. Así pues. ha existido una tutela efectiva de los
Tribunales. pues ni tal tutela atribuye el derecho a obte­
ner la satisfacción de la pretensión. ni comprende el
derecho a que se observen todos los trámites que el
litigante desea. ni puede apreciarse indefensión cuando
ha habido negligencia por parte del interesado. Por todo
ello. se solicita la denegación del amparo.

5. El demandante en amparo presentó su escrito
de alegaciones el 7 de marzo y en él ratificaba sus­
tancialmente las argumentaciones de la demanda. insis­
tiendo en que se ha producido una vulneración del
arto 24.1 de la e.E.

6. Por providencia de 12 de enero del corriente año
se fijó para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 18 siguiente. en cuya fecha se llevó
a efecto.

11. Fundamentos jurídicos

1. El art. 74 de la Ley de Procedimiento Laboral
vigente en el momento de producirse los hechos aquí
enjuiciados permite suspender. por una sola vez o por
dos si concurrieran circunstancias excepcionales. la cele·
bración de actos de conciliación y juicios señalados. a
petición de ambas partes o por motivos justificados. suli­
cientemente a'creditados a juicio del Magistrado. seña­
lándose en tal caso nueva fecha para la celebracion den
tro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de sus­
pensión. En el mismo sentido. el texto articulado de la
Ley de Procedimiento Laboral (Real Decreto Legislativo
521/1990. de 27 de abril) dice que «si el actor. citado
en forma. nO compareciese ni alegase justa causa que
motive la suspensión del juicio. se le tendrá por desistido
de su demanda» (art. 83.2 coincidente a la letra con
el 74.3 de la anterior norma procesal). Esto es lo que
hizo el Juez de lo Social en un principio y al final, aun
cuando en un interludio aceptara como válida la excusa
formulada por el demandante y señalara para nuevo jui·
cío. Aquí el objeto de este proceso es el auto en el
cual se tiene por desistido al demandante que no com­
pareció al primer llamamiento por razón de enfermedad.
alegándolo a posteriori. Para saber si hubo un menos­
cabo de la efectividad de la tutela. cortando de raíz la
posibilidad del enjuiciamiento de la pretensión principal
so pretexto de una interpretación literal de la norma
procesal transcrita. se hace necesario despejar. al menos.
dos. incógnitas: una. qué se entiende por justa causa
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de la no asistencia al juicio. y otra. cuándo ha de ser
puesta en conocimiento del juzgador.

2. En el primer aspecto. no cabe negar que la enfer­
medad es uno de los acaecimientos que entran en el
ámbito de ese concepto jurldico indeterminado cobijado
bajo la rúbrica de «justa causa». concepto que no permite
el libérrimo arbitrio judicial. No hay discrecionalidad.algu­
na para su aplicación. que ha de hacerse en función
de circunstancias concretas. probadas e idóneas para
justificar la suspensión del juicio, adecuación revisable
en vla de recurso. No parece dudoso, ni nadie por otra
parte lo ha puesto en duda. que el demandante ingresó
en el servicio de urgencias del Instituto Nacional de la
Salud el mismo dla 12 de septiembre de 1988, aquejado
de un có~co intestinal agudo.. La circunstancia de que
tal dolencia pueda ser muy común y que no revista espe­
cial gravedad, ni en principio implique riesgo alguno para
la vida del paciente ,.-como. alega la empresa- no le
quita ni un ápica su carácter mórbido ni su capacidad
obstativa o paralizante de cualquier actividad normal
durante el tiempo que dura el ataque. .

Pues bien, una vez calificado tal avatar como excusa
válida para no asistir al juicio. queda por analizar el ele­
mento temporal de la cuestión y en definitiva, cuándo
debió comunicarse al órgano judicial. En esta disección
analftica hay un factor subjetivo a tener en cuenta y
es la cirj:unstancia de que el demandante habla com­
parecido en el proceso por si mismo, sin representante
ni asistencia letrada, sin Procurador ni Abogado en suma.
Por otra parte, el ingreso' en el servicio de. urgencias
del centro médico a las nueve horas cincuenta y cinco
minutos, antes de la hora fijada para. el comienzo del
juicio. en una gran ciudad como Madrid, hecho que ha
de tenerse por probado, era un acaecimiento no pre­
visible. a menos que el paciente gozara de dones pro­
féticos. cuya existencia no podla razonablemente poner­
se en conocimiento del Juez en ese breve lapso de tiem­
po. dedicado a poner remedio 111 mal.

No era. pues, exigible tanta diligencia al interesado.
más preocupado lógicllmenteen ese momento por su
salud. En definitiva. sólo cabla su comunicación después.
una vez superado el incidente, yeso es lo que hizo el
demandante. No cabe, por tanto, tachar de extempo­
ráneo el escrito presentado al efecto pasados nueve días.
Se trata de una situación análoga 11 111 contemplada en
el arto 323. apartado 6.°, de 111 Ley de Enjuicimiento
Civil, con ocasión de la enfermedad del Abogado como
causa de suspensión de la vista de los pleitos en el dla
señalado. donde la petición ha de ser pl'Elsentada antes.
«a no ser que... hubiere sobrevenido después».

Un tercer factor es la forma de poner en conocimiento
del juzgador el motivo justificado o justa causa de la
incomparecencia. el cómo junto al qué y al cuándo, que
se hizo correctamente por escrito, con explicación razo­
nada y suficiente deJo sucedido, cuya realidad se adve­
raba no sólo mediante un'certificado médico, en el impre­
so o formulario llamado «oficial», sino también con un
parte de consulta y hospitalización del Instituto Nacional
de la Salud. No parece que se pueda negar a tales docu­
mentos y muy especialmente al segundo de ellos la efi­
cacia probatoria necasaria y la fuerza de convicción sufi­
ciente para llevar al ánimo del juzgador la veracidad
de la circunstancia que se alegaba comoobstativa de
la asistencia al juicio.

3. La Ley procesal configura al respecto una pre­
sunción. cuya base es el hecho cierto de la incompa­
recencia sin aviso previo, a partir del cual se deduce
una voluntad de abandono de la acción o pretensión,
voluntad no expresa. sino presunta a tácita. Ahora bien,
tal conclusión inducida.Bx.lege puede ser destruida por

la prueba en contrario (arts. 1.249 y 1.251 del Código
Civil), como aqul ha ocurrido. En tal linea discursiva se
pronuncia nuestrll STC 21/1989, donde se enjuiciaba
un supuesto semejante a éste que ahora nos ocupa.
AIII se dice que'<leldesistimiento se configura técnica­
mente como un acto que expresa· la voluntad del deman­
dante de abandonar el proceso y que por ello... ha de
tener su causa en una voluntad expresa del actor del
proceso de apartarse de él, lo que hace que deba dife­
renciarse de otros comportamientos en los que. aun
Cuando el incumplimiento de las reglas procesales impi­
da la continuación del procedimiento, no hay una inten­
ción clara de abandonar. el proceso. En este sentido,
puede decirse que el arto 74 de la. LP.L contempla una
especie de desistimiento tácito en el que no hay mani­
festación o decisión expresa de retirarse del proceso.
sino únicamente una presunción de abandono de la
acción ejercitada, fundada en la incomparecencia del
actor en la fecha fijada para el juicio. Esta presunción,
como todas 1as que admiten· prueba en contrario, podrla
ser destruida por el interesado mediante actos o pruebas
que mostraran inequlvocamente su voluntad de conti­
nuar el procedimiento iniciado. Dicho de otr.a forma. no
cabe presumir el desistimiento cuando el demandante
manifiesta claramente su decisión de continuar el pro­
ceso o su oposición a la conclusión del mismo. Desde
esta perspectiva, el problema no es ya si existe o no
el desistimiento. sino, más bien... qué posibilidades le
quedan a quien no puede comparecer en la fecha fijada
para el juicio para mostrar de forma válida y eficaz la
voluntad ,.-contraria a la ruptura del proceso».

En el mismo sentido, la doctrina jurisprudencial de
este Tribunal ha favorecido una interpretación espiritua­
Iistll de los presupuestos procesales más allá de la letra
de las normas,trascéndiendo su texto para buscar la
función de garantla que cumplen. sin hacerlas incurrir
en un formalismo que no es sino la perversión de la
forma. En tal sentido, la.Sentencia antes transcrita en
parte rechaza la «rlgida interpretación del arto 74 LP.L»
que habla llevado a cabo el Juez correspondiente, inter­
pretación que «no se corresponde con la exigencia deri­
vada del art. 24 C.E., según la cual debe otorgarse a
las normas procesales una interpretación que favorezca
el ejercic;:io de la acción y la continuación del proceso,
garantizando la efectividad de los principios de defensa
y contradicción. lo que implica la subsanación o repa­
ración de los vicios susceptibles de ello antes de proceder
a la ruptura total del proceso y que éste sólo pueda
darse por concluido mediante resoluciones que se pro­
nuncien motivadamente sobre la causa de la incompa­
recencia y la forma y momento de su justificación. Esta
interpretación flexible y antiformalist8' resulta, por otra
parte, congruente. con el prop{>sito del legislador que...
no es otro que el de restringir eh lo posible las sus­
pensiones inmotivadas o solapadamente dilatorias».

La STC 237/1988. a su vez, insiste en que el
arto 74 LP.L antes transcrito contra, pues, al juzgador
(da apreciación de si concurren o no motivos justificados
para decretar la suspensión de la vista señalada y si
éstos están debidamente acreditados». Ahora bien, dado
que el último párrafo de este último precepto establece
que la incomparecencia del demandado no impedirá la
celebración del juicio, que continuará sin necesidad de
declarar su rebeldía, la apreciación de la concurrencia
de motivos ¡'ustificados ha de hacerse en el sentido
más favorab e para la efectividad de la tutela judicial
(SSTC 130/1986 y 195/1988), «pues tal derecho fun­
damental», reconocido en el arto 24.1 C.E.. comporta
la exigencia de que en ningún momento pueda produ­
cirse indefensión, lo que significa que en todo proceso
judicial debe respetarse el derecho de defensa contra-
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EN NOMBRE DEL REY

FALLO

SENTENCIA

la siguiente

cia Provincial de Albacete, en apelación de incidente
de ejecución suscitado en autos de divorcio. Ha com­
parecido el Ministerio Fiscal y doña María Isabel Avelina
Prieto Granda!. representada por la Procuradora doña
Pilar Crespo Núñez y defendida por el Letrado señor
González Peralta. y ha sido Ponente don Vicente Gimeno
Sendra. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
día 2 de junio de 1989. el Procurador de los Tribunales
don Tomás Cuevas Villamañan. en nombre y represen­
tación de don Miguel Angel Casado Almeida. interpuso
recurso de amparo contra la Sentencia de 4 de mayo
de 1989. dictada en grado de apelación por la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Albacete en el
incidente de ejecución núm. 958/88, dimanante de
autos de divorcio seguidos con el núm. 265/86 ante
el Juzgado de Primera Instancia de Valdepeñas.

2. Los hechos en que se basa la demanda de ampa­
ro son, en síntesis, los siguientes:

A) Con fecha 21 de marzo de 1987. el Juzgado
de Primera Instancia de Valdepeñas dictó Sentencia
declarando haber lugar a la disolución del matrimonio
contraído por el recurrente y doña María Isabel Prieto
Grandal. así como la vigencia del convenio regulador
presentado por los cónyuges en el procedimiento de
separación y aprobado en Sentencia anterior. En dicho
convenio se estipulaba que don Miguel Angel Casado
abonaría mensualmente a doña María Isabel Prieto, por
los conceptos de alimentos y gastos para los tres hijos
del matrimonio, un 10 por 100 para cada uno de ellos
del· total de los ingresos mensualmente percibidos por
su trabajo. lo que supone un total por este concepto
del 30 por 100 en la actualidad [estipulación 3." A)
del convenio regulador]; y una pensión complementaria
a la esposa. que se cifra en un importe mensual del
15 por 100 de los ingresos percibidos por el señor Casa­
do mensualmente (estipulación sexta del convenio regu­
lador). Los ingresos del esposo. mensualmente, se cifran
en la cantidad de 200.000 pesetas aproximadamente.

B) A través de escrito emitido el 20 de abril de 1988.
la señora Prieto solicitó en ejecución de Sentencia el
cumplimiento de lo acordado en el convenio. suplicando
al Juzgado: 1.0

) que ordenara al señor Casado que en
lo sucesivo efectuara el abono del 45 por 100 del total
de su suelo bruto mensual. en lugar del 35 por 100
sobre el sueldo líquido, como venía haciendo, debiendo
satisfacer las diferencias dejadas de percibir (454.668
pesetas por aplioación del porcentaje al sueldo líquido
y 435.134 pesetas por menor porcentaje.); 2.0

) que. caso
de no abonarse tales sumas, se procediera contra los
bienes del señor Casado; 3.0

) que se interesara de la
Dirección Provincial dellNSALUD la retención. en lo suce­
sivo, del 45 por 100 del suelo del señor Casado y se
abonara directamente a la señora Prieto.

C) Por providencia del 31 de mayo siguiente. se
dispuso dar traslado al señor Casado del anterior escrito
y otorgarle un plazo de seis días para su contestación,
la cual tuvo lugar mediante escrito con fecha de emisión
de 30 de junio, en el que el ejecutado alegaba haber
estado abonando directamente a uno de sus hijos, desde
que éste alcanzó la mayoría de edad, el 10 por 100
que a aquél correspondía según el convenio regulador.
solicitando el recibimiento a prueba del mencionado
extremo, sobre el que aportaba prueba documental. El
15 de septiembre se dictó providencia en la que se dice
que «existiendo discrepancia entre las partes en la forma
de interpretación del convenio regulador que se aprobó
en Sentenéia firme. surgiendo cuestión incidental se

Sala Primera. Sentencia 1011993, de 18 de
enero. Recurso de amparo 1.03711989. Con­
tra Sentencia de la Audiencia Provincial de
Albacete, dictada en apelación de incidente
de ejecución suscitado en autos de divorcio.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: omisión del trámite de audiencia pre­
via de las partes prevista por el arto 240.2
LOPJ.
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dictoria de las partes contendientes mediante la opor­
tunidad de alegar y probar procesalmente sus derechos
o intereses. sin que pueda justificarse la resolución judi­
cial inaudita parte más que en el caso de incompare­
cencia por voluntad expresa o tácita o por negligencia
imputable a alguna parte (SSTC 112/1987 y 151/1987.
entre otras).

. En definitiva, el Auto impugnado ha impedido hacer
efectiva la tutela judicial que había pedido y por ello
el demandante ha de ser amparado en su derecho a
ella, con las medidas ap.ropiadas para su protección.

. La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados, ha pronunciado

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. -

Ha decidido

1.0 Otorgar el amparo pedido y en consecuencia
reconocer al demandante su derecho a la tutela judicial
efectiva.

2.0 Declarar la nulidad del Auto de 24 de enero
de 1989 dictado por el Juez de lo Social núm. 12 de
Madrid en el procedimiento núm. 240/1988, a fin de
que dicte otro en el cual se deje sin efecto el desis­
timiento del demandante y se ordene la convocatoria
de nuevo juicio, retrotrayendo las actuaciones al momen­
to procesal correspondiente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de enero de mil nove-·
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Garlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

En el recurso de amparo núm. 1.037/89, interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don TomásCuevas
Villamañán, en nombre y representación de don Miguel
Angel Casado Almeida. asistido del Letrado don Carlos
Santa María Blanco. contra la Sentencia dictada en fecha
4 de mayo de 1989 por la Sección Segunda de la Audien-


